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a la igual aplicáción de la Ley en el presente supuesto, ya que, como
seilalan tanto el LN.S.S. como el Ministerio Fi~caL la cuestión contro­
vertida en la vía previa <lista mucho de ser tan daracomo pretende-el
demandante de amparo. Es cierto que en las Sentencias aportadas por
el rccurrent~ como término de comparación -yen otras (Sentencias de
20 de noviembre y 12 de dióembre dt' 1984, ü y 8 de marzo y2 de
diciembre de 1985 y 13 de enero y 9 de julio dtc 1986)-, el T.C.T. ha
entendido Que la pérdida de un ojo por un agrario autónomo es
constitutiva de incapacidad permanente parcial para la profesión habi­
tual; pero no lo es menos Que, en l1umerof,OS pronunciamientos
contemporáneos a los citados, la misma Sala St: ha inclinado por una
solución distinta -Sentencias de 2 de tebrero v 15 de rnarLO, 6 de
febrero y 11 de junio de 1985 y 3 de abril y 12 dé noviembre de 1986-,
afirmando que la citada lesión no es caJificablt;: como incapacidad
permanente parcial respecto de trabajadores de cs~e tipo.

Esta circunstancia impide afirmar que la Sentencia impugnada sea
lesiva del derecho a la igual aplicaáón de la Ley. Como este Trihunal
ha sei1alado en dos recientes Sentencias, «lo que prohíbe el principio de
igualdad en la aplicáción de la Ley es el·cambio irreflexivo o arbitrarío,
lo cual _equivale .3 sostener que el ('ambio es legítimo cuando es
razonado, razonable y con vocación de futuro, esto es, destinado a ser
mantenjd9 con cierta continuidad con fundamento en razones jurídicas
objctívasque excluyan todo significado de resolución a-d personam,
siendo ilegitimo si constituye tan sólo una ruptura ocasional CA ~na

linea que se viene manteniendo con normal uniformidad antes de L)
decisión divergente o se continua con posterioridad»). De e~te modo, er­
los supuestos en que «no existe ruptura ocasional y aislada de jurispru.
dencia mantellida !iin contradicción sustancial, sino ,enfrentamiento
entre criterío') interpretativos que se suceden alternatívamente .Y que
responden a dos concepciOnes jurídicas igualmente razonables y tünoa·
das eh Derecho)>; no es posible entender lesionrldo el cItado principlü
(SSTC 201/1991 y 202/1991). .

FALLO

En ¡ltc:.~n,",ón a todo lo expuest~. el Tribunal Conslitucional. POR LA
AurORlDAD QUE LE CON'FIERE LA CONSTlTUCIÚN DE LA NACIÚN
EsJ>ANOLA,

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado.

Publiqucsc esta Sentencia en el «Boletín Oficial dd Estad())).

D~da en Madrid,a diez de diciembre de mil novttiento'i noventa v
uno.-Frandsco Rubio L1orente.-Eugenio Díaz Eimil.-Mjguel Rodrf­
gue~-Pi,ncro· y Bravo-Fel'fcr.-JosC Luis de los Mozos y de los
MOI~s.-Alvaro RodrfguezBel'eijo.-José Gabaldón Lópcz.-Flrmados y
rubncados.

I. Antecedentes

EN NOMBRE DEL REY

SENTENCIA

la siguiente

Ct?n fecha 3,0 de ~cpticmbrede19.81, la Mag:stratura núm. 13 de
l\:ffH..lnd, dccl.aro. en estado de insolvencia provisional a la emprcsd
{{fechos Prefabncados, S. A.».

b) Con. techa l. 9 d~ octubre de 19~1,. se solicitó por los actores el
l!,ugo de las lI1dCmnlzaclonc:.·s y los!m-lan,osde trnmitación al F.O.S., qm'
ÍU~ ~en,egada'porentender q~e las cantidades reclamadas provenían de
Cn.:dllos aotenorcs al 1 de abnl de 1977, fecha de constitlh.>ión del F.G.S.

Despucs de intenlar sin éxito un pronun.ciamiento de fondo en la
jurisdicción contencíoso~administra1iva,-losrecurrentesen amparo for­
mularon dc.mandaanlc la Magistratura OC Trabajo cl1so1icitud del pago
~c las ~antldade\ reclamadas en la oira jurisdlcción. Dicha preh.'nsión
fue estimada por Scnt~ncía de 16 (k enero de ·1988..

Recurrida en suplicación por el F.G.S. 'la anterJor Sentrncía fue
revocada por el T.C:r. mediante SentenCia de 3 de marzo de 1989. La
!'cSül~lc¡ónjudkiaI entiende que esdeaplícación la Sentencia dictada en
Il1lCTes de Ley el 12 de diciembre de 1986, en la que se reconOce (JUC en
el art. 20? de la Ley .de Proc~ímien\o Laboral (LP~L) existe un plalo
de c?-duc!da~ de vemte o tremta días para solicitar la ejecución del
despldo, .telllendo en cuenta que la Sentencia declarativa de la nulidad
d~1 dC~pldo se dictó el ~. deseptictnbre de 1976 y no fue instada su
CjccucIon hasta d 8 de tebrero de 1·979, declara que la acción había
caducado.

3. Contra esta última'Sentencia se interpone recurso de amparo por
presunta lesi6n de su derecllO fundamental, reconocido en el art. 24.1
c.E., a que las Scntl:ncias scejeculcn en sus propios 'términos sin que
en el ~rocedimicnto -de .ejecución ,Se altcre o ~od}fique.)o qu~ se trata
de realIzar, que. fue preVIam~nte resucito por la JunsdlccJCP cilmpetente;
pone en entrcdlchola constJtlJeionalidad de la aplicación de una norma
que, 3. SU juicio, no eS~3ba vigente y por último, siempre fundando sus
alegacH~nCs en, ~a pO~lble vulncr~ción AL:! art. 24 CE" imputa a la
;,cntcnCIJ un .VICIO de mc~ngrucncJaOlTIlS~\"a al no haberse pronunciado
sobre lo pcdldo en rclaelOn con los salariOS de- tramitari6n.

4. Media:1te providencia de 17 de septiembre de i 990, la Scc~¡én
Tercera de eslc Tribunal acordó. de conformidad eón In dispuesto en cJ
num: 3 ~c1 ;<~L 50 LOTC,concéder <1 los demandantes de amparo y al
Mllm:teno FI'>caJ un plazo común de diez dias para f,)rmular las
:llrgacioncs que cstiñloscn pertinentes en relación con la posible carcndi.t
de contenido consti1ucional de la' dcm~.rida de amparo (3rt. 50.1 c)-.

5, La represcnt;':lclón procesal de los recurrentes en amparo, por
'escntoque tLWo cntradq. en este Tribunal el 6 de noviembre de 199(J
invoca el.art:.24 C.E: y alega el derecho_a que las-reglas del ("ómputo de
l~ P~C~cflrxlon se Interpreten de .121 manera más -fa'iorable para d
Cj¡:rnclO del derecho a la tutel:.J judjciale:fectiva.

6. El Ministerio Fiscal, en escritopresemado el 2 de octubre de 1990
estima necesario para pronunciarse sobre el <.'Ontenido constitucíonal d¿
la demanda PJoccdcJ~ al e~ame~ de las <-lctu3cioncs corrcspondienl¿>s a
los procesos de de~pJ\jo, cJecuClón Y reclamación de cantídades.

7 Mediante ptovidenda de 26 de noviembre de 1990 la Sección
Tercera del Tnbuna! ConstitucionJI acordó ndmitir a' trámite la
Jem¡lIlda de amparo y ~o!idtara Jos órganos judiciales ir.tervinkntes en
los autos ccrti1icacl'Jll () copia adveradade las actuaciones, asi como que
pmcticasenlo!i emplazamientos que fueren procedentes.

Por prov'idencia de 17 de enero de ·1991, la referida S.~cción acordó
dar vista debs actuaciones a las partes personadas y al Ministerio

Sala Segunda... $'entencia 233;1991. dc·IO de diciembre.
Recurso de amparo 88711989. Contra ,S'entencia del T.eT.
dlcJadq en recurso de sJlplicacióncomra Sentencia de la
Alagistratura'dc Trabajo número 13 d(! }4adrtd. ,')'upuesta
ntlneraóón del derecho a la tutda Judicial e/ectiru: Ejecu4

ción de Sentencia.

En el recurso.de amparo núm. 887j19SQ, interpuesto por don
Francisco Domínguez Pérez, don Cipriano Torr~s Salgado y don José
Antonio DomínguezPérez, representados por el Procurador don
Roberto Rodríguez Casas, posteriormente sustítuido por don José Luis,
Barneto Amaiz y asistidos del Letrado don Fernando Lozano Sánchez,
contra,<.la'S<enleneia del Tribunal Central de Trabajo (TCT.) ¡Je 3 de
marzq"de J 989. Han comparecido el Ministerio Fiscal y el Fondo de
Garantía $ala<ial (F.G.S.), representado y defendido por el Abogado del
Estado.

Ha sidQ Ponente el Magistrado don José Luis de los Mozos y de los
Mozos,- quien expresa el parecer de la Sala.

La Sala Segunda del Tribunal ConstituCional. compuesta por don
Francisco Rlibio Llorente, Presidente', don F1vgenio Díaz Eimil, don
Miguel RodrSguez-Piñero y Bravo-Fer..er, don José Luis de los Mozos y
de los Mozos, don Alvaro Rodríguez Bcn... ;jo y don Jose Gahaldón
Lópel, Magístrados, ha pronunciado '

1. Por escrito presentado ante este Tribunal el n de mayo de 1989
por don FraTiC1SCO Domínguez Pérez, don Cípriano Torres Salgado y
don José AntonIO Dominguez Pérez solicitaron el reconocimíehto del
beneficio procesal de pobreza. y designación de Abogado y Procurador
dc oficio para furmalizar demanda de amparo contra la Sentencia del
T.C.T. de3 de marzo de 1989.

Seguida la oportuna tramilacJóll, la Sección TtTcera dietó providen­
cia de 12'de.juniode 1989 teniendo por designados ~ don Fernando
Lozano $unchez como Abogado y a don Roberto Rodríguez Casas,
posteriormente sustituido por dún Jose Luis Bameto Arnaiz, como
Procurador, concediéndoles un plazo de veinte dias para la formaliza­
ción de la demanda. Dcspucs de una sf.'ric de vicisitudes, ésta fue
presentada el 3 de abril de 1990.

2. La demanda se fundamenta en los siguientes antecedentes:
a) Los recurrentes, despedidos por la emrreS:1 {{Techos Prefabrica~

dos, S. A.», el 16 de Julio de 1976, interpusieron demanda de despido
ante la Magistratura de Trabajo (hoy Juzg¡¡do de lo Sodal) núm. 13 de
Madrid, que fue es1Ímada pqr Sentencía de 30 ce septiembre de 1976,
declarando la improcedencia de los despídDs y condenando a la
dem~mdadJ a: la reincorporación de los trahJJ::.dorcs -afectados..

La misma Magis1ratura dictó, el 9 de ftorer0 de 1981, Auto. en el que
se declaraba resuelta la relaCÍón laboral y se condenaba a la empresa al
pago de determinadas cantidades.
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Fiv.:aL ,JI objeto de que fonnularan las 'ak'gacioncs qu~ ef.!l¡naSCn
opUdUnJ5.

r: El Abogado del Estado, por escrito que tuvo entrada en csk
Tri.huna! el !3 de tcbrcro de 1991, interesó sed~nt.'gasc el amparo
~oJ¡,~!t;Jdo, argumentando, cm cita de lns SSTC 33/1987. 155j1Y85, 148
Y i4tJí1989 Y 189/l940, que' no existe vulnera.-;-ión alguna del art. 24.1
C.E., en cuanto que existe una causa legal, que afecta a la viahilidad del
procc"so de .ejecución, y que consiste en el transcurso del pla70
legalmente 'fijado p<lra instar la realización de las Sentencias de despido.
('ahÍle1 como cuestión de mera kgahdad el problema relativo a la
inlcrprcl¡]ción )' aplicación del art. 209 LP.L, Y la aparente contradic- "
ción ¡nterna de la Sentcncia del T.eT. .

9. El FIscal antc el Tnbunal Constitucional, mediante escrito
presentado el 13 de febrero de 1991, alega que en realidad en el caso
prcscn1i..~ al aplicar una norma que no regia el debate procesal, por no
haber elltrado en vig0r la L.P.L. de 15 de. marzo de 1980, ni ('n el
momento de la emisión de la Sentencia ni cuando se pidió la ej(-cueión,
la resolución judicial incurre en error de relevancia constitucional que
impide una (esolución sobre el fondo del asunto.

10. La repr~scntación de los recurrentes, en escrito presentado en
este Tribunal el 18 de octubre" de 1991, se limita a transcribir
integra mente el contenido de la demanda de amparo.

1l. Mediante providencia de 23 de septiembre de 1991 se señaló
para deliberación y fallo- el día 10 de diciembre del mismo año.

11. Fundamentos jurídicos

l. El presente recurso de amparo se dirige contra la Sentencia del
TC.T. de 3 de marzo de 1989~que estimó el recurso de ruplicación
interpuesto por el F.G.S.;, rcvoc3tldo1a 8entem..13 de la Magistratura de
Trabajonúm. 13· de Madrid. ,Los solicitantes de amparo basan su
pretensIón constitucional en la lesión del derecho ala tutela judicial
efectiva proclamado en clart. 24.1·C.E. al entender,por un lado, que la
resolución judiciaLimpugnada, +al acogerla excepción;de caducidad de
la acción aducida por el F.G.S.- impide y ·hace ine~utable la Sentencia
de 30 de septiembre ,de .197-6. Por otro\. al comildera.r que el órgano
judicial emitió una resohtción no aj.ustaoa a derecho por venir funda­
mentada en una norma procesal que no estaba vigente (L.P.L. de 21 de
agosto de 1980) y no en la Ley ritual que debía aplicarse (L.P.L. de 17
de- agosto de 1973). Finalmente, se aduce que la Sentencia del T.C.T.
incurre en contradicción al no pronunciarse sobre la pertinencia y
subsistencia de los salarios de tramitación pese a haber sido objeto de
debate procesal.

, Delimitado el objeto del presente nxurso de amparo ha de
comenzarse por seüalar que. la Sentencia impu~nada no lesiona el
derecho a la cjccutoricdad de las rcsolucionesjudictales -ex art. 24 C.R­
al no poder ser consi~erada,en correcta técnica jurídica ,como resolución
Judicial dictada en ejecución de la Sentencia anterior ni, afectar en
punJad a sucjccución.

A dectos de un· mejor esclarecimiento de la cuestión controvertida,
conviC"nc dl'Stacar ,la existencia de dos procesos claramente diferencia­
dos, uno de despido seguido porlostrabajadores contra la empresa, que
lcnlllno condenando a ésta al pago de unas determinadas cantidades y
(JI ro· dl" reclamación de cantidades seguido por los mismos actores
contr.l d F.G.S.

En el Pfoc~so por despido sólo fue demandado y por ende condenado
~'l empresario; ante la inejecución de la Scntcfl,ciay la imposibilidad de
co:n peler al C'mpresario para la realización de· la obligación de readmi~

sIen Impuesta en la resolución judicial, por la Magistratura se sustituyó
csta obligación de hacer por otra pecuniaria consistente en el pago de su
t~qU1v<~knte ~conómiC<v, por (dtimo intentada la ejecución de la obliga­
C10"n dll1crana, decretado el embargo de los bienes del deudor y realizada
su pr<-il'uca COI1 resultado negativo., se dictó, por el mismo órgano
Judicial que emitió la ScntcncÍ3. de despido, Auto de insolvencia de la
cmprCS<:l condenada,

Ante el resultado infructuoso de la ejecución. de·la Sentencia de
d':SPldo se instó el proceso de reclamación de cantidad que tiene. por
objeto dilucidar una nueva y distínta responsabilidad, la del Fondo, que
nI fuc parte ni fue condenado en el proceso por despido:

Este Tribunal ha declarado, en un supuesto idéntico al presente, que
<d;¡ ScnlCl.lC'ia Jirrnc recaída en lln proceso seguido contra trabajadores y
empresanos no actúa... frente al Fondo como· ejecutoria sino simple­
mcnte en cuanto título aC:Tditativo de la existencia de una deuda
empresarial; título que si concurren el resto de' los requisitos legalmente
cstablL'cH.ios -y solo si. éstos co~curren- pcrmitlrá la actuación de su
rcsp¡)n",:~bilidad de cJracte:r legaL No puede aceptarse por ello que la
S:':lHcnC1J impugnada Supd1l.a !a ejecución de la primera Sentencia en
cu;m1i) t.lUC la fl1lSma no se refiere a esta cues.tión sinü a otra
sus¡¡¡ncialmtnh; dl\tinta como es la de dilucidar si. de In aplicnción de
b'> n.:glas COI l'cs;Fl11dlCnlC:S, el f.G.S. debía o no satlfl:ÜKt'f las pI'estacio­
1\,> corr(:~püathr mi'S ;) los salarios -e indcmnizaciollcs- dejados de
pagar por el empresari<m (S'fC·171/[991).

Por lo que, la Sentencia del T.CT.. al acoger la e.xcepcion de
caducidad adurida po.- el Fondo no hace inejccutabk la Sentencia
dictada en el prüct;:so ~c df~spid() --sobre el que ¡a imposibilidad de
realización temporaly.t ¡He declarada mediante el AutJ d~ insolveneia­
",ino (IUt' analiza y St pwnuncja sobre otra responsabilidad. distinta
(responsabi1idJ.d sukid;,Ti¡a dcl F.G.S.) y no inmbJiélt;".t de la dccretud¡l
en el otro proceso.

3. Los rccuncnk" sostienen, además, que la f(~soju('ión Judicial
imrll~n<tda vulnera el dc;:n~ho a la tutela judicial electiva al aplicar una
norma que no estaba vigente en lugar de apliGH, la Que entienden. se
eilcontraba en vigJ\f.

Alegan que en el r¡¡(l":'-·>o de reclamación de cantidad, no le era. de
aplicación el texto refundido de la Ley de Procedimiento Lahoral
íJpro!xldo por Real [)Ci,::rt:l..O Legislativo 1.56Sj19XO. de 13 dejunio, por
estar vigente el amc!'íor texto refundido aprobado por Decreto
2.381/1973, dt~ 17 de agosto, modificado por t~l Real Decreto
1.925/1976, de 16 dcjulú\ La argumentación de los recurrentes parte de
con<;iderar vigente la referida Ley ritual al tratarse de un proceso que
tcn ía por objeto la ejecución de una Sentencia de despido y ,Ser de
aplicación la norma vigente cn el momento de haberse plOduódo la
extinción de las rdacíoncs laborales.

Esta tesis· cscompartída por el Ministerio Físcal, al so'stcner, de
acuerdo con la disposición transilOria segunda de la LP.L. de 13 de
junio de 1'180 -que cc,tabiecía que los despidos producidos se seguirían
regulando, tanto en Su aspecto sustantivo como prpcesal, por las normas
vigentés cn la fccha en que aquélla hubiera tenido lugar- que la
ejecución de las Scntr:ncias ~ondenatorias que en tales despidos haya de
acordarse, habría de sujetarse a las normas vigentes, sin que en ninguna
de ellas se regulará el plazo de caducidad establecido para pedir la
ejecución de la Sentencia en el arto 209 de la L.P.L de 1980.

Antcs de entrar en el análisis propiamente constitucional de la
vulneración denunciada, resulta conveniente manifestar que las alega­
ciones efectuadas tanto por los recurrentes como por el Ministerio
Fiscal en tomo. a la determinacÍ,ón de la legislación aplicable al supuesto
controvertido, parten de considerar vigente en el momento de produ­
cirse el despido -el 16 de julio de 1976- la L.P.L. de 17 de agosto
de 1973, modiflC3da por Real Decreto 1925(1976, de 16 de julio. sin
tener en cuenta que esta ültimadlsposición no entró en vigor hasta el 15
de agosto del976 (art. 2).

4. En la stc 91/1990, al ·analizar este Tribunal la aplicación
defectuosa de la norma por los órganos jurisdiccionales, ya se dijo que
«Cual sea la norma aplicable al caso concreto es una cuestión de estricta
legalidad ordinaria que no correspondc resolver a este Tribunal (STC
211/1988), en tanto que la selección de las normas aplicables y su
interpretación corresponde. al principio, a los Jueces y Tribunales
ordinarios, en el ejerciCIO de la función jurisdiccional que, con carácter
exclusivo. les atribuye el "r!. 117.3 C.E. (STC 178(1988). Es, pues.
facultad propia d? la jurisdicción ordinaria dt:terminar la norma
aplicable al supuesto controyertido y cuál o cuáles son la O las normas
dero~adas. Determinanón, que podrá constituir vulneración. de la
legalidad ordinaria. pero no lesión de la Constitución. El control por
palie de este Tribunal de la selección de la norma aplicable llevado a
cabo pbr los órganos junsdiccionalessólo podrá producirse, éntérminos
generales, si se ha trdtado de una selección arbitraria" manifi~stamente
irrnzonablc(STC 21/1'987), o ha sido frutodc un error patenle; si se ha
dcsconocido o no se ha tcnido en cuenta por el JOcz de ordenación
constitucional y ll~gal de los controles normativos (arts. 106.1 y 163
e E.l, por ejemplo, no aplicando directamente una ley postconstitucio­
nal por entenderla incol11patible con la Norma fundamental sín plantear
cucstión dc inconstitucionalidad (STC 23/1988); 0, en fin, si de dicha
selección se ha seguido daño para otro derecho fundamental distinto al
de la tutela judicial efectiva e igualmente tutelable a través de la vía del
recurso dC' amparo (ST'C 5G/1984 y ATe 254jI982h).

Hay que tener en cuenta que en el. presente caso la determinación de
la legisla('ión aplicable fue objdo:de las alegaciones de las partes en las
actuaciones judiciales anteriores al presente recurso,así, el escrito de
form.alizaeión del recurso de suplicaciónsc fundó en un unico motivo,
infracción del art. 209 L.P,L. de 1980y el escrito de,impugnación dedicó
huena parte de su argumentaeU)n..a.,~.de manmestoJa imposibilidad
de aplicar el mencionado precepto por no encontrarse en vigor. Pese a
ello, el T.CT. se limitó a dccretar la aplicación del art. 209 de la L.P.L.
de 1980 sin razonar o at;gumentar sobre su. vigencia.

Esta carencia de motivación podria haber configurado la elect:Íón de
la norma aplicable com0 infundada o arbítraria y por ende, vulneradora
del derecho a la tutda judicial efectiva, pero, hay que tener en cuenta
q~e. al ~o encontrarse vigente la L.P.L de 1980, estaria en vigor el
ongmano art. 209 de 1<1 LP.L. de 17 de agosto de 1973, que establecía
un plazo de trljnta dias rara c()mpareGcrante el Magistrado solicitando
la ejecución de la S{~nten(ia. Por tanto. la dt'tTIÓn de la ncrma aplicable
resulta írrelevante a los t'fenos constitucionales, pues lamo en un
supuesto como en el o~,ro, la ¡u;óún habría caducado, no mc¡di(;ndo la
elección efecluada pl)r el T.c.T.., en este caso, sobre nin~ún derecho
protegido en vía de amp;.'lfo. '

5. Por Últiluo, la Senl.<',Bcia impu1marla.tampocoincurre en vulnera­
ción del arL 24 CE por no haberse pronunciado súbre la pCl'tinencia y
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subsistendade los salarios de tramitación pese a haber sido objeto del
debate procesal, pues en definitiva lo que aquí se plantea es si ha habido
la incongruencia alegada. Alegación que carece de fundamento en
cuanto se ha apreciado la caducidad señalada, cuyo alcance constituye
por lo demás un problema de mera legalidad ordinaria.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, -el Trjbunal Constitucional, PORLA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONsTITUCIÓN DE LA NACIÓN
ESPAÑOLA;

He decidido

Desestimar la demanda' de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid, a diez de diciembre de mil novecientos noventa y
uno.-Francisco Rubio Llorente.-Eugenio Díaz EimiL-Miguel Rodríw
guczwPiñero y Bravo-Fcrrer.-José Luis de los Mozos >' de los
Mozos.-Alvaro Rodríguez Bcreijo.-José Gabaldon Lópcz.-Ftrmados y
rubricados.

SENTENCIA

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

La Sala. Segunda .. del Tribunal Constituciunal, comp\lesta por don
Francisco g,ubio Llorente, Presidente; don Eugenio Díaz Eimi), don
Miguel Rodrigucz-Piñero y Bravo-Ffrrcr, don José Luis de los Mozos y
de los Mozos, don Alvam Rodríguez Bereijo y don José Gabaldón
López. MJgistrados, ha pronunciado

julio de 1975, esto es, realizar «cualq\lier conducta constitutiva de delito
doloso».

c) Contra este Acuerdo se interpuso recurso de reposición, que fue
desestimado. por Resolución de 23 de enero de 1986.

d) Agotada la vía administrativa se form.uló recurso contenclOSO­
administrativo; cuyo conocimiento correspondió a la Sala Segunda de lo
Contencioso~Administrativode la Audiencia Territorial de Madrid, que,
tras la tramitación correspondiente dictó Sentencia en fecha 29 de
septiembre de 1988, en la que se declaraban ajustados a Derecho los
actos administrativos impugnados~

e) Contra esta ultima KeSOJUClón se presentó recurso de amparo.
mediante escrito que tuvo entrada en este Tribunal el 18 de julío
de 1989.

3. Entiende el recurrente, como fundamento de su queja constitu­
cional, que el acto administrativo sancionador es contrario al princípio
general de Derecho non bis in idcrn, integrado en el principio de
legalidad del art. 25 de nuestra Constitución. Dicho principio impide
que TC<'aiga duplicidad de sanciones- "'administrativa y penaí- en los
casos en que re aprecie identidad de sujeto, hecho y fundamento sin que
sea equiparable fundamento a normativa. Con apoyo en la jurispruden­
cia de este Tribunal, en especial, en STC 77/1983, se afirma que los
límites de la potestad sancionadora de la Administración implican que
no pueda desarrollarse una actividad de este tipo en los casos en que los
hechos puedan ser constitutivos de delito o falta según el Código Penal
o leyes penales especiales mientras la autoridad judicial no se haya
pronuncIado sobre ellas, y que cuando haya recaído dicho pronunciaw
miento es necesario respetar la cosa juzgada, de modo'que lo declarado
por sentencia firme constituye verdad jurídica al mismo tiempo que se
impide que exista un nuevo pronunciamiento sobre el tema. Tales
consideraciones le conducen a afirmar que la imposición de una sanción
administrativa por los mismos hechos por los que fue condenado en
causa penal vulnera-el principio de legalidad consagrado en el art. 25 de
la Constitución. ' .

Por todo ello, suplica de este Tribunal se conceda el amparo
solicitado, declarándose la nulidad de la Sentencia de la Sala Segunda de
lo ContenciosowAdministrativo de la Audiencia Territorial de Madrid,
de fecha 29 de septiembre de 1988, en cuanto confirma la validez de los
actos administrativos impugnados, así como que se le restablezca en la
integridad de su derecho a continuar desempeñando sus servicios como
funcionario del Cuerpo Superior de Policía en la plantilla de Madrid,
con derecho a percibir dieta diaria legal durante todo el tiempo que
estuvo ausente de dicha localidad como consecuencia de la sancíón.

4. Mediante providencia de fecha 11 de diciembre de 1989 la
Sección Cuarta (Sala Segunda) de este TribunaJ acordó admitir a trámite
la demanda de amparo, solicitando del órgano judicial la remisión de las
actuaciones correspondientes.

5. Una vez remitidas las. actuaciones- por el órgano judicial, se
acordó -por prov.idencia de fecha 2 de abril de J990, dar vista de las
mismas ala parte recurrente y al M·rnisterio Fiscal por el plazo común
de veínt¡; días para que formulasen alegaciones.

6. El re,urrente, mediante escrito de fecha 20 de abrí[ dé 1990.
presentó sus alegaciones, en las que esencialmente reproducía las
razones expuestas rn el recurso de amparo. ' '

7. El Ministerio Fiscal, mediante escrito de fecha 24 de abril de
1990, solicitó la denc$llción del amparo solicitado. A su juicio, la
prcJcndida lesión constitucional no es imputable a la Sentencia impug­

. nada sino a la rt~soluciói1 administrativa de la que trae causa, encontrán­
dose. por tanto, ante un recurso del art.43 -y no del -arto 44- de
la LOTe.

En su escrito de alegaciones pasa a considerar, en un primer
momento, la incxistenda de lesión alguna al principio de legalidad por
falta de cobertura legal de la norma, sancionadora. Rechaza esta
'vulneración no sólo por la falta de concreta justificación argumental en
torno al mismo. sino por aplicación de la doctrina de este Tribunal
en SSTC. 2/1987 y 219/1989 respecto al aIcanee del principío de reserva
de ley en el St~no de las relacioQes de' sujeción especial. A mayor
abundamiento señala-que la citada norma no perdió vigencia tras la
promulgación de la Ley de la Función Pública 30/1984 a la luz' de los
dispuesto en la Disposición transitoria dedmocuarta de dicha norma, y

Sala Segunda. Sentencia 234/1991, df 10 de diciembre.
Recurso de amparo 1.473/1989. Contra Resoluciones de la
Direccíón General de Policía que sancionaron al recurrente
como autor de ralla muy grave prevista por e/Reglamento
Orgánico de _la _fo/ida Gubernativa, así como contra
sentencia de la Audiencia Territonal de Madrid, confirma­
toria dE dichas Rf!Soluciones. Supuesta vulneración dfl
articulo 25 de la ConstituCión Espa¡Iola, principio non bIs
in Klem.

165

1. Do~~ Gloria María .Rincón Mayoral, actuando en nombre y
representaclOn de don JoseEscudero Amor, interpone recurso de
amparo contra la Sentencia de la Sala Segunda de lo Contencioso­
Administrativo de la Audiencia Territorial de la Madrid de" fecha 29 de
septiembre de 1988, que confirma las Resoluciones de -la Dirección
General de la PoliCía de 25 de septiembre de 1985 Y23 de enero de 1986
por las que se Jmp'onía alrecurrente la.sanción de traslado de residencia
como autor de una falta muy grave prevista en el arto 206 b) del
Reglamento Orgánico- de la Policía Gubernativa.

2. Los hechos en que se- basa la demanda de amparo son, en
síntesis, los siguientes:

a) El n.~urrente fue testigo presencíal de un accidente de circulación
ocurrido el día 1-3 de junio de J980, a consecuencia del cual se
instruyeron diligencias penales en el Juzgado de S.an Clemente. en el
juicio oral correspondiente prestQ testimonio, falseando la realidad de
los .hechos,.P3ra favorecer a ~no de'los conductores implicados que era
amigo suyó. Fue condenado por Sentencia del Juzgado de Instrucción de"
Cuenca de-fecha 13 de abril de 198J, como autor de un delito de falso
testimonio en causa criminal a la pena de un mes Y,un día de arresto
mayor con las accesorias de suspensión de todo cargo público. profesión
oliclO y derecho de sufragio por el tiempo de la condena y 20.000 peseta~
de multa.

b) Dada su condición de Inspector del Cuerpo Superior de Policia,
el Director general de la Polícía, mediante Decreto de fecha 20 de marzo
dc 1985, acordó, a la vista de la citada Sentencia penal condenatoria, la
apertura de ·UJ) expediente disciplinario que, previa la sustenciación
correspondiente, concluyó con la resolución del Director general, de
fecha 24 de septiembre de 1985, por la que: 1) Se ordenaba el
cumplimiento de la condena penal impuesta en cuanto a la inhabilita:­
ción dé un mes y un día; 2) Se le imponía la sanción disciplinaria de
«traslado con cambio de residencia», al considerarle autor de una falta
muy grave prevista en el apartado b) del arto 206 en relación con
el art. 217 del Reglamento Orgánico de la Pohcia Gubernativa de 17 de

En el recurso de amparo núm. 1.473/1989, promovido por don José
Maria ~dero Amor, representado por la Procuradora doña Gloria
Mana RillCón Mayoral y defendido por el Letrado don Sergio Fernandcz
Murias, contra las Resoluciones de la Dirección General de la Policía de
25 de septiembre de 1985 y 23 de enero de 1986 por las que se imponía
al recurrente la sanción de traslado de residencia como autor de una falta
muy grave prevista en el arto 206 b) del Reglamento Orgánico de la
Policía Gubernativa, y. contra la· Sentencia de la Sala Segunda. de lo
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de Madrid de
fecha 29 de septiembre de. 1988 que confinna los citados actos
administrativos. Ha sido parte el Ministerio Fiscal y Ponente don
Francisco Rubio Uarente,quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes


